Sección 4ª Interesados.

Artículo 13.- Capacidad de obrar.


Tendrán capacidad de obrar, además de las personas que la tengan conforme a derecho, los menores de edad y los incapacitados, para el ejercicio y defensa de aquéllos de sus derechos e intereses cuya actuación esté permitida por el ordenamiento jurídico administrativo sin asistencia de la persona que ejerza la patria potestad, tutela, curatela o defensa judicial. Se exceptúa el supuesto de los menores incapacitados cuando la extensión de la incapacitación afecte al ejercicio y defensa de los derechos e intereses de que se trate.


Artículo 14.- Legitimación.


1.- Estarán legitimados para promover reclamaciones económico-administrativas:

a) Los obligados tributarios y los sujetos infractores.

b) Cualquier otra persona cuyos intereses legítimos resulten afectados por el acto impugnado o por la actuación u omisión tributaria impugnadas.



2.- No estarán legitimados:

a) Los funcionarios y empleados públicos, salvo en los casos en que inmediata y directamente se vulnere un derecho que en particular les esté reconocido o resulten afectados sus intereses legítimos.

b) Los particulares, cuando obren por delegación de la Administración o como agentes o mandatarios de ella.

c) Los denunciantes.

d) Los que asuman obligaciones tributarias en virtud de pacto o contrato.

e) Los organismos u órganos que hayan dictado el acto impugnado, así como cualquier otra entidad por el mero hecho de ser destinataria de los fondos gestionados mediante dicho acto.

Artículo 15.- Representación.

1.- Los interesados podrán actuar en el procedimiento económico-administrativo por sí o por medio de representante.


2.- Por las personas jurídicas actuarán las personas que ostenten la titularidad de los órganos a quienes corresponda su representación, por disposición legal o por acuerdo válidamente adoptado.


3.- La representación podrá conferirse mediante comparecencia personal del interesado ante el Secretario del Tribunal o ante el funcionario que le sustituya, o acreditarse mediante poder notarial, documento privado con firma legitimada notarialmente o cualquier otro medio válido en derecho que deje constancia fidedigna.


4.- El documento que acredite la representación se acompañará al primer escrito en que se haga uso del apoderamiento, que no se cursará sin este requisito. No obstante, la falta o la insuficiencia del poder no impedirá que se tenga por realizada la actuación de que se trate siempre que se acompañe aquél o se subsanen los defectos del presentado dentro del plazo de 10 días que a estos efectos concederá la Secretaría. En este mismo plazo el interesado podrá ratificar la actuación realizada por el compareciente en su nombre y aportar el documento acreditativo de la representación para actuaciones posteriores.


5.- La acreditación de la representación será exigible igualmente para proceder a la puesta de manifiesto del expediente.

Artículo 16.- Interesados.

1.- En el procedimiento económico-administrativo ya iniciado podrán comparecer todos los que sean titulares de derechos o intereses legítimos que puedan resultar afectados por la resolución que hubiera de dictarse, sin que la tramitación haya de retrotraerse por tal motivo.


2.- Si durante la tramitación del procedimiento se advierte la existencia de otros titulares de derechos o intereses legítimos que no hayan comparecido en el mismo, se les notificará la existencia de la reclamación para que puedan formular alegaciones en un plazo de 10 días.


3.- Cuando en el procedimiento se plantee la personación de un posible interesado y no resulte evidente su derecho o su interés legítimo o que pudiese resultar afectado por la resolución que se dicte, se abrirá pieza separada y un plazo de alegaciones de 10 días, respecto de todos los interesados y respecto de aquél del que no resulte evidente tal condición.


4.- Transcurrido el plazo a que se refiere el apartado anterior, el Tribunal resolverá lo que proceda en atención a lo alegado y a la documentación que pueda obrar en el expediente.


5.- La resolución que se dicte podrá ser objeto de recurso contencioso-administrativo.

Artículo 17.- Fallecimiento del interesado.


1.- Cuando la legitimación en el procedimiento derive de alguna relación jurídica transmisible, el causahabiente podrá suceder a su causante en cualquier estado de la reclamación.


2.- Si el Organismo Jurídico Administrativo estuviera conociendo una reclamación y tuviese noticia del fallecimiento de un interesado, acordará suspender la tramitación y llamar a sus causahabientes para que comparezcan en sustitución del fallecido dentro de un plazo que no exceda de un mes, advirtiéndoles que de no hacerlo dentro del plazo se tendrá por caducada la reclamación y se archivarán las actuaciones.


3.- El tiempo que dure la suspensión a que se refiere el apartado anterior no se tendrá en cuenta a efectos de lo dispuesto en el artículo 38 de este Reglamento.
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